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RESUMEN

El principal paradigma económico del s. XXI presenta la titulación de tierras como premi-
sa para mejorar el acceso a crédito agrario y, con ello, promover los mercados de tierras, 
la productividad agraria y la recaudación de impuestos rurales. No obstante, la literatura 
empírica que avalúa el impacto de los proyectos de regularización muestra cierta contra-
dicción. Los programas PRAT (2002-2008) y SIGTierras (2011-2017) financiados por el BID 
y ejecutados por el MAGAP y el Proyecto de Legalización Masiva de Tierras de la STRA 
son algunas de las iniciativas de regularización más recientes en Ecuador. A la espera de 
evaluación de impacto de dichas intervenciones, el presente trabajo pretende disertar 
sobre la existencia de limitaciones al acceso a crédito adelantadas por la literatura in-
ternacional. Las parcelas de pequeño tamaño (70 %) son poco atractivas como garantía 
ante las instituciones financieras formales. Además, las estadísticas oficiales identifican 
que el 10 % de los hogares rurales que acceden a crédito lo hacen a través de familiares 
y amigos o pequeñas cooperativas de crédito, siendo la maquinaria y los vehículos una 
garantía tan habitual como la tierra. Finalmente, la complejidad y alto coste monetario 
de los protocolos de regularización a instancia de parte (20 % del valor de la parcela, en 
algunos casos) hacen de los títulos una inversión más que una garantía. En este contexto, 
se prevé pues que la regularización aumentará el acceso a crédito siempre y cuándo se 
acompañe de medidas transversales e integrales de desarrollo y reestructuración agraria.
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ABSTRACT

The main economic paradigm of the XXI century presents lawful land ownership as a 
premise to improve access to agrarian credit and, thereby, promote land markets, agricul-
tural productivity and rural tax collection. However, the empirical written language that 
assesses the impact of regularization projects has both positive and negative elements. 
The PRAT (2002-2008) and SIGTierras (2011-2017) programs financed by BID and executed 
by MAGAP and the STRA Land Mass Legalization Project are some of the most recent 
regularization initiatives in Ecuador. Pending the evaluation of the impact of these inter-
ventions, this paper aims to discuss the existence of limitations to access to credit given 
by the international bibliography.
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I. INTRODUCCIÓN

A pesar de que la tasa de incidencia de la pobreza en el mun-
do se ha reducido de un 33,4 % a un 10,4 % entre 1993-2003 
según datos del Banco Mundial, Ecuador se mantiene en un 
22,5 % nacional y en 42 % rural, cifre que le ubica una po-
sición intermedia respecto a otros países de América Latina 
como Costa Rica (27.8%), Chile (27.9 %), Paraguay (32 %), El 
Salvador (37.9 %), Colombia (42,8 %), Perú (48 %), Bolivia (59,9 
%) u Honduras (68.5%) de tasa de incidencia de pobreza rural 
sobre la base de la línea de pobreza nacional en 2013 (World 
Bank, 2016). 

Igualmente respecto del índice de Gini el 0,47 de Ecuador su-
giere un nivel de desigualdad intermedio al respecto de Uru-
guay (0,41), El Salvador (0,44), Perú (0,45), Bolivia (0,48), Costa 
Rica (0,49) o Brasil, Colombia y Honduras (0,53) (World Bank, 
2016). En el caso particular del acceso a la tierra, Ecuador (0,8 
– 2000) presenta una concentración más acuciante que El Sal-
vador (0,58 – 2007) u Honduras (0,66 – 2000) y un tanto infe-
rior a Brasil (0,86 – 2006), Perú (0,86 – 2012), Colombia (0.88 
– 2001), Chile (0.91 – 2007) ó Paraguay (0,94-2008).

 En este contexto, la agricultura en el Ecuador representa al-
rededor del 14 % del PIB (MAGAP, 2016), siendo el componente 
que más aporta a la economía ecuatoriana. En términos de 
empleo una cuarta parte de la población económicamente ac-
tiva se relaciona con la agricultura.

Uno de los supuestos del principal paradigma económico so-
bre los sistemas de administración de tierras y programas de 
titulación es que éstos son la premisa para el desarrollo de 
las economías agrarias campesinas (Soto, 2000) y, por consi-
guiente, los inconvenientes que atávicamente estancan a la 
agricultura tradicional tienen que ver con la inseguridad en 
la tenencia de la tierra, con la dificultad de acceso a crédito, 
inadecuada tecnificación, dificultad de acceso a mercados y 
baja rentabilidad.

Al amparo de dicho paradigma, la regularización y titulación 
de la propiedad de la tierra responde a dos fines diferenciados 
aunque la bibliografía no siempre los recoja de forma separa-
da dado lo entrelazado de ambos (figura 1) 

Figura 1. Beneficios de la regularización

Este paquete de expectativas ha sido mantenido por la litera-
tura económica de comienzos del siglo XXI que, en entornos 

rurales, ha sido construida en manuales genéricos de buena 
prácticas y recomendaciones relativas a 1) la necesidad de ins-
tituciones para la regularización, administración y gestión de 
tierras y 2) el potencial de los sistemas de información geoes-
pacial (Feder y Nishio, 1998; Feder, 1999; Deininger y Feder, 
2001; Deininger, 2003; Deininger, 2010). A su vez, su impacto 
ha sido objeto de análisis en distintas regiones del planeta 
(K. Deininger 2003; K. Deininger, Zegarra, y Lavadenz 2003; K. 
Deininger et al. 2003; K. Deininger y Jin 2003; K. Deininger, Se-
lod, y Burns 2012; K. Deininger, Savastano, y Carletto 2012; K. 
Deininger, Hilhorst, y Songwe 2014) al amparo de los distintos 
proyectos de regularización de tierras urbanas y rurales que 
instituciones de financiación como el Banco Mundial y el BID 
han puesto en marcha, también en América Latina (Clichevs-
ky 2006; Conroy et al. 2014).

En la práctica, las evidencias empíricas han arrojado luces y 
sombras sobre dichas expectativas. Las evaluaciones de im-
pacto de dichos programas han encontrado evidencia de que 
la regularización de la tenencia ha generado, sobre todo, un 
aumento en la inversión, pero los trabajos sobre el impacto en 
el acceso a crédito y el aumento del número de transacciones 
a través del mercado de tierras son menos concluyentes y, 
por ende, también los efectos positivos en el valor de la tierra 
y la productividad agrícola (Carter y Chamorro, 2000; Conroy 
et al., 2014).

Una buena parte de los trabajos de evaluación de impacto se 
centraron en el acceso a crédito en tanto en cuánto los títu-
los actúan como sistema de aval para el acceso a crédito de 
cara a la ampliación de la base territorial a través del merca-
do de tierras (articulación del mercado de tierras) como de 
adquisición de capital para la tecnificación y mejora produc-
tiva de la explotación (valoración de tierras y productividad 
agrícola). En este sentido, Lawry et al. (2014) llevaron a cabo 
una revisión de diferentes estudios y proyectos relacionados 
con la seguridad en la tenencia de la tierra y, aunque respal-
daron la idea de que inseguridad reduce el acceso a crédito, 
no pudieron concluir que otros estatus de tenencia (parcelas 
con documentos otorgados tras la reforma agraria o con evi-
dencias de posesión pero sin título) estuvieran relacionados 
con el acceso a crédito. Los trabajos de Foltz et al. (2000) y 
Kerekes y Williamson (2010) tampoco identificaron una corre-
lación significativa entre las intervenciones de regularización 
y el aumento del acceso a crédito de los hogares rurales y/o 
unidades de producción agraria.

El caso particular de Ecuador ha seguido idénticas etapas de 
intervención en la gestión y administración de tierras que 
otros países de América Latina. En concreto, una primera 
oleada de Reformas Agrarias con el propósito de redistribu-
ción y titulación de tierras por parte del Estado al pequeño 
campesino entre los 50 y los 60, una segunda etapa de inter-
venciones puntuales por distintas instituciones públicas y 
privadas al amparo del modelo de Desarrollo Rural Integral 
que llevaron a cabo intervenciones de regularización de tie-

Small plots (70%) are unattractive as a guarantee to formal financial institutions. In ad-
dition, official statistics show that 10% of rural households that access to credit do so 
through relatives and friends or small credit unions. Machinery and vehicles are also 
used as common guarantee as land. Finally, the complexity and high monetary cost of the 
regularization protocols at the request of a party (20% of the value of the plot, in some 
cases) make these securities an investment rather than a guarantee. In this context, it is 
expected that regularization will increase access to credit as long as it is accompanied by 
transverse and comprehensive measures of development and agricultural restructuring.

Keywords: Rural land registry, regularization, agricultural credit, agricultural productivity.
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rras localizadas (Asociación de Municipalidades de Ecuador; 
Centro de Levantamientos Integrados de Recursos Naturales 
por Sensores Remotos - CLIRSEN; INDA, INEFAN, Ecuatoriana 
de Servicios Agrícolas, Fondo Ecuatoriano Populorum Pro-
gressio) y finalmente una tercera etapa desde los años 80 a 
la actualidad de proyectos de regularización por institucio-
nes internacionales bajo el paradigma ya comentado de los 
sistemas de administración y titulación de tierras (USAID, 
1985; SUBIR-CARE, 1991; PRONADER, 1992; PRODEPINE, 2003; 
PRAT, 2008; ATLM-MAGAP, 2010, SIGTierras, 2010). De todos 
ellos se destaca el Programa Piloto de Regularización y Ad-
ministración de Tierras Rurales (PRAT) (2002-2008), que en 
su segunda etapa de ejecución se denominó SIGTierras (2011-
2017), en los que el Gobierno de Ecuador a través del MAGAP y 
mediante sendos créditos BID se propusieron brindar seguri-
dad jurídica a los derechos de propiedad, apoyar la aplicación 
de políticas tributarias de los cantones y proveer información 
para la planificación y ordenamiento territorial del área rural 
en 8 y 50 cantones, respectivamente, a través de un sistema 
eficiente de gestión de catastro y herramientas para el regis-
tro de la propiedad de la tierra rural. 

Precisamente, el estudio de Línea Base del Proyecto SIGtie-
rras (SIGTierras, 2016) revela que la seguridad en la tenencia 
es la principal razón por la cual los propietarios y posesio-
narios ecuatorianos consideran importante la regularización. 
Sólo en el 6% de los hogares, tanto de los cantones interveni-
dos como no intervenidos por el proyecto de regularización 
de la tierra consideran el acceso a crédito una razón para la 
regularización (Figura 2).

Figura 2. Razones para regularizar. Fuente: Encuesta Línea Base – 
SIGTierras (2014)

Si bien, el efecto de la titulación sobre la productividad agríco-
la y el valor de la tierra ha sido estudiado en trabajos como el 
de Francescutti (2002), el impacto sobre el acceso a crédito no 
ha tenido un desarrollo metodológico o analítico específico, a 
esperas de la evaluación de impacto del proyecto SIGTierras.

II. OBJETIVO

El objetivo del presente trabajo es reflexionar sobre la situa-
ción de tenencia de la tierra en Ecuador y sobre el estado de 
cuestión de las tres causas que limitan la correlación entre 
regularización y acceso a crédito enunciadas por Lawry et al. 
(2014) en una revisión de diferentes estudios y proyectos rela-
cionados con la seguridad en la tenencia de la tierra en varios 
países en desarrollo:

1) Las características de las propiedades (pequeñas explota-
ciones de población rural con escasos recursos) pueden 
resultar poco atractivas para ejercer el papel de garantía 
ante las instituciones financieras con independencia de la 
situación de tenencia; 

2) La tipología de las instituciones de crédito, pues las institu-
ciones informales locales de ahorro y préstamo se basan en 
el capital social y no emplean activos fijos como garantía;

3) los costos de transacción derivados del acceso a crédito por 
canales formales a través de la titulación de predios adop-
tan cuantías muy altas en relación a la rentabilidad de los 
hacendados o al valor de la tierra.

III. MÉTODO

La metodología propuesta incluye la revisión bibliográfica de 
trabajos previos y fuentes de información estadísticas nacio-
nales, gubernamentales o no gubernamentales, que permitan 
contextualizar la situación de tenencia, las instituciones de 
administración de tierras, las características de la propiedad, 
la tipología de entidades de acceso a crédito empleadas por 
los hogares y los costos de regularización para, finalmente, 
valorar en qué medida los proyectos de regularización deben 
ir acompañados de otras políticas de incentivo del acceso a 
crédito que contemplen el estado de la cuestión y las idiosin-
crasias nacionales, regionales y locales a este respecto.

IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

IV.I. LA SITUACIÓN DE TENENCIA EN ECUADOR

Se considera regularización de la tenencia de la tierra a un 
proceso administrativo que tiene por objeto el reconocimien-
to jurídico de los derechos sobre la posesión de la tierra (de-
rechos de uso, de transformación, de exclusión y/o de trans-
ferencia) ejercida por particulares individuales o colectivos 
durante varios años (Edouard y Jarquin 2015). En particular, 
el art. 54 de la Ley Orgánica de Tierras y Territorios Ances-
trales, marco normativo actual en Ecuador, define la regula-
rización de la posesión agraria como el conjunto de acciones 
para legalizar, titular, redistribuir o reconocer el derecho a la 
propiedad sobre la tierra rural estatal. En particular, el art. 35 
incluye como tal los actos administrativos de: a) titulación de 
tierras rurales estatales en favor de personas y de organiza-
ciones que se encuentren en posesión agraria ininterrumpida 
por un lapso mínimo de cinco años; b) redistribución de tie-
rras rurales estatales mediante adjudicación a organizaciones 
que carecen de tierra o que tienen una extensión menor a la 
unidad productiva familiar; c) legalización de territorios an-
cestrales en favor de las comunas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades que se encuentren en posesión ancestral y d) 
el saneamiento y resolución de conflictos en tierras tituladas 
mediante la aplicación del procedimiento de mediación en 
sede administrativa común, sobre las controversias que se 
susciten en los trámites de titulación o redistribución.

En esta diferenciación de casuísticas recogidas en la ley, la 
regularización puede ser considerada como una política de 
titulación o de saneamiento jurídico (Figura 3) diferenciándo-
se ambas en que la primera supone el reconocimiento por el 
Estado de los derechos de posesión a través de una autoridad 
institucional con competencias para extender un documento 
público de origen administrativo o notarial mientras que el 
saneamiento es un proceso por el cual se actualiza la titu-
laridad de un derecho real preexistente a instancia de parte 
(saneamiento jurídico) (Edouard y Jarquin, 2015).

Figura 3. La regularización como titulación o saneamiento jurídico

A pesar de que el marco normativo estatal recoge esta dife-
renciación de casuísticas se desconoce, en términos cuan-
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titativos, cuánta superficie nacional se encuentra en cada 
caso. No existen censos estatales que muestren la cantidad 
de tierras objeto de regularización en el país según protocolos 
oficiales y, por tanto, es difícil saber cuáles de ellos impulsar, 
financiar, simplificar o remodelar (volumen de tierras objeto 
de titulación por el MAE, volumen de tierras ocupadas obje-
to de adjudicación por el INDA/STRA, volumen de tierras del 
Estado objeto de redistribución, volumen de tierras con un 
título entregado pero no actualizado a instancia de parte por 
herencias o transacciones, volumen de tierras con título pero 
inmovilizadas por un conflicto de tenencia…). Morales et al. 
(2010) toma un promedio de los datos de un estudio de la FAO 
del año 2000 y los datos del proyecto PRAT de 2008 (predece-
sor del proyecto SIGTierras) para estimar que las tierras por 
legalizar en el Ecuador suman el 35 % de la superficie del país 
(entre superficie agraria competencia de la STRA y la super-
ficie de bosques protectores y patrimonio forestal del Estado 
gestionado por el Ministerio del Ambiente) y que casi el 43 % 
de la superficie tiene título que necesita ser perfeccionado.

TABLA I. 
Necesidades de legalización y regularización en el Ecuador. 
Fuente: Morales et. Al. (2010)

A razón de los datos (Tabla I), la relevancia de la necesidad 
de regularización queda justificada por el mero hecho de que 
entre ambas suman el 63 % de la superficie del país.

Según el trabajo de López-Sandoval (2011), a partir también 
de los datos del III Censo Nacional Agropecuario (Figura ), la 
región de la costa concentra un alto número de unidades de 
producción agropecuaria, la mitad de ellas sin título de las 
tierras. En contraste, la sierra con la mayor concentración de 
Unidad de Producción Agropecuaria (UPAs), pero con un alta 
proporción de tierras con título y en la amazonia, con pocas 
UPAs pero con una alta proporción de tierras sin regularizar 
(Figura 4).

Según los datos obtenidos de la Síntesis del estudio de Línea 
Base del programa SIGTierras (SIGTierras, 2016), la mitad de 
los posesionarios de parcelas, sea por herencia o por com-
praventa, carecen de documentos que avalen la tenencia; 
en torno al 40 % tiene escritura pública y el resto mantiene 
la propiedad por acuerdo privado u otro tipo de documento. 
Nuevamente emergen notables diferencias territoriales a este 
respecto: existen cantones como Huamboya en los que ape-
nas el 1 % tiene escritura pública, el 79 % no tiene documen-
tos y el 21 % mantiene acuerdos privados. Por el contrario, en 
cantones como Antonio Ante o Pedro Moncayo, en los que en 
torno al 70 % de las parcelas tienen escritura pública.

Figura 4. Localización de unidades de producción agropecuaria. Fuen-
te: López Sandoval (2011) a partir del III Censo Nacional Agropecuario

La superficie objeto de acciones de legalización y saneamiento 
jurídico es similar y, a falta de priorización, los proyectos de 
regularización han de tener en cuenta en su alcance procedi-
mientos, beneficiarios e instituciones diferenciadas para uno u 
otro, además de contemplar, la fuerte diferenciación territorial. 

Los antecedentes bibliográficos que analizan la tenencia y las 
reformas agrarias de tierras en Ecuador marcan notables di-
ferencias cantonales en formas de tenencia, niveles de regu-
larización e incidencia de políticas previas de adjudicación y 
titulación (Francescutti, 2002; Morales et al., 2010; López-San-
doval, 2011) e, incluso, la mayor parte de las aproximaciones 
al análisis de la tenencia mediante estudios de caso se hizo 
atendiendo a esta diferenciación territorial (Uquillas 1993; 
Ibarra y Ospina 1994; Gilces y Montenegro 2008; Brassel, Ruiz, 
y Zapatta 2008; SIPAE 2011).

Este último aspecto es relevante teniendo en cuenta que los 
proyectos de regularización se han realizado con un compo-
nente regional (selección de cantones a intervenir) y, al igual 
que los Proyectos de Desarrollo Rural Integral, no considera-
ron ni la cuestión de la tenencia de la tierra y las necesidades 
de regularización o saneamiento jurídico sino que en los 80 
buscaban objetivos productivistas orientados a explotacio-
nes viables y desde los 90 han seguido una lógica neoliberal 
de políticas asistencialistas a los más pobres (Martínez, 2002).

IV.II. PATH-DEPENDENCE: MARCO INSTITUCIONAL Y JURÍDICO

La situación de tenencia comentada es el resultado de asiduos 
cambios del marco normativo (y modelos macroeconómicos) 
que han comprometido la institucionalidad de la diversidad 
de fórmulas que adoptan los derechos de propiedad en Ecua-
dor (figura 5), tal y como recoge la actual Ley Orgánica de 
Tierras y Territorios Ancestrales. Estos mismos cambios han 
complejizado el mapa de protocolos e instituciones con algún 
rol en la adjudicación, titulación, saneamiento y registro de 



Universidad del Azuay 225

EJE 5: CARTOGRAFÍA, CATASTRO Y SISTEMAS DE INFORMACIÓN GEOGRÁFICA MUNICIPALES

derechos. Ante estas dos cuestiones se considera relevante el 
análisis detallado del marco jurídico e institucional a ojos de 
la teoría de la economía institucional del “path-dependence” 
(North, 1991) por la cual el resultado de un proceso depende 
de la entera secuencia de decisiones tomadas por los actores 
y no sólo de las condiciones del momento.

Figura 5. Línea de tiempo de la evolución jurídica e institucional de la 

gestión de tierras rurales.

Los antecedentes históricos de tenencia de la tierra consoli-
daron hasta mediados del s.XX la teoría del complejo latifun-
dio-minifundio en el que las haciendas de las costa y sierra 
tenían a su disposición grandes extensiones de tierra traba-
jadas por campesinos asalariados y minifundistas con acceso 
a una limitada superficie de mala calidad y sobreexplotada 
para atender a sus necesidades básicas (Francescutti, 2002). 
El primer censo agropecuario del país en 1954 muestra como 
en la sierra y costa las parcelas de más de 500 ha representan 
el 0.3 y 0.4 % de las parcelas pero el 48,3 y 41,4 % de la super-
ficie, respectivamente (Morales, 2000).

Los objetivos de las dos Reformas Agrarias (1964, 1974) eran la 
redistribución de la propiedad expropiando y dotando de títu-
los a los campesinos. El Instituto Ecuatoriano para la Reforma 
Agraria y Colonización (IERAC) que entre 1964-1973 (primera 
reforma) adjudicó 704.363 ha y entre 1973-1980 (segunda re-
forma), 1.447.506 ha (se incluyen en estas cifras los procesos 
de reforma agraria y de colonización). La suma de estas cifras 
representa casi un 30 % de la superficie relacionada con ac-
tividades agrícolas y pecuarias, localizadas sobre todo en la 
sierra y dcosta (Morales, 2000). Aún así, si se compara lo ac-
tuado con lo acontecido en otros países de la región, Ecuador 
está entre los países de menor acción redistributiva (Chiribo-
ga, 1999).

Las dos leyes de Desarrollo Agrario (la Ley de Fomento y Desa-
rrollo Agropecuario de 1979 y, sobre todo, la Ley de Desarrollo 
Agropecuario de 1994) supusieron un punto de inflexión en 
las tendencias de reestructuración y titulación pues reduje-
ron las condiciones de afectación, de donde la necesidad de 
saneamiento de los títulos de las tierras ocupadas y la adjudi-
cación y titulación de las tierras de expropiación acumuladas 
como propiedad, ahora del Estado, antes de las haciendas. El 
Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA), en reemplazo 
del IERAC, entre 1996-1999, entregó bajo todas las modalida-
des de regularización 6.337 títulos (124.182 ha) y benefició a 
más de 16.000 personas. A pesar de ello, el espíritu de la Ley 
- garantizar la propiedad privada y promover su uso eficiente 
(promover parcelaciones, fomentar la libre transacción y di-

solver las comunas y cooperativas) - se consideró insuficiente 
por sí sólo para lograr su cometido (Southgate, Saá, y Strasma 
1998). En concreto, según Francescutti (2002), “el problema 
de la seguridad en la tenencia de la tierra evolucionó en este 
período hacia la inseguridad jurídica establecida por las con-
tradicciones y vaguedades en los distintos marcos jurídicos, 
la ausencia de un mecanismo eficiente de legalización y ca-
tastro y la presencia de conflictos de posesión en los predios 
ya adjudicados”.

La situación en el siglo XXI es diferente a la situación en los 
años 60 y 70 del siglo pasado: ya no existe una gran reserva 
de “tierras baldías” ni muchos latifundios clásicos (Brassel et 
al., 2008).

La Reforma Agraria y otras dinámicas de la globalización han 
reconducido el discurso del desarrollo agrario a nuevos re-
tos a razón de los cambios habidos: las Unidades de Produc-
ción Agraria han aumentado de 344.234 a 842.882 entre 1954 
y 2000 (López, Egüez y Salvador, 2008); entre 1952 y 2001 la 
población urbana del país pasó del 19% al 52% (INEC, 2002), 
pero aún el 26% de la población económicamente activa (PEA) 
total y el 60% de la PEA rural se ocupaba en actividades agro-
pecuarias (Vázquez y Saltos, 2006); la superficie agrícola utili-
zada, de casi 6 millones de hectáreas en 1954 aumentó a 12,3 
millones en el 2000 (López, 2004).

En la última década, los nuevos discursos y retos de la so-
ciedad ecuatoriana entorno a la tenencia han evolucionado 
hacia temas como el problema del minifundio y/o fragmen-
tación en las zonas de desarrollo agrario (Brassel et al., 2008; 
Chiriboga y others, 2009; Pascual, 2013), la concentración de 
la tierra por parte del agronegocio (Quevedo Ramírez, 2013; 
Daza Cevallos, 2015), la expansión de las zonas urbanas (Bolay 
et al., 2004; Clichevsky, 2006; Rose, 2006) o la conservación 
y servicios ambientales de los territorios y comunidades in-
dígenas y ancestrales (Rosero et al., 2011; Sandoval Vásquez, 
2015; Menacho Menacho, 2016). Estos discursos fueron plas-
mados en la Constitución de la República de Ecuador de 2008 
(art. 321 reconoce la propiedad pública, privada, comunitaria, 
estatal, asociativa, cooperativa y mixta como formas de pro-
piedad; el art. 57 reconoce y garantiza a las comunas, comuni-
dades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos 
y montubios los derechos colectivos de propiedad inaliena-
bles, inembargables e indivisibles que serán adjudicados gra-
tuitamente; art.281 reconoce la soberanía alimentaria como 
un objetivo estratégico, el art. 282 prohíbe los latifundios y 
la concentración de tierras y el art. 319 alienta a la ordena-
ción y gestión del suelo y producción agraria para satisfacer 
la demanda interna y la participación activa de Ecuador en el 
contexto de los mercados internacionales) a la espera de ser 
detallados por ley en materia de regularización, uso y gestión 
de la tierra.

Es importante dibujar todo este mapa legislativo e institucio-
nal pues el éxito general de los programas de regularización 
y, por ende, el acceso a crédito y productividad agraria de-
penderán de la simplificación de los protocolos y la extrema 
coordinación del amplio número de instituciones implicadas.

IV.III. REGULARIZACIÓN DE LA TIERRA Y ACCESO A CRÉDITO: 
MITO Y REALIDAD

IV.III.I. Características de la propiedad

La primera de las causas enunciadas por Lawry et al. (2014) 
sobre la baja tasa de acceso a crédito aún en situaciones de 
seguridad en la tenencia son las características de la propie-
dad. En particular, las pequeñas explotaciones de población 
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rural con escasos recursos pueden resultar poco atractivas 
para ejercer el papel de garantía ante las instituciones finan-
cieras con independencia de la situación de tenencia.

Las reformas agrarias de Ecuador pretendían romper el bino-
mio latifundio-minifundio que caracterizó la estructura de la 
propiedad. El propósito de redistribución llevó aparejada la 
emergencia de un alto índice de fragmentación de la propie-
dad en aumento por las sucesivas parcelaciones de las heren-
cias (Tabla II). Ésta es sin duda una de las preocupaciones de 
la agricultura campesina (Jordán 2003; Nieto-Cabrera 2004; 
Brassel, Herrera, y Laforge 2008; Chiriboga y others 2009; Pas-
cual 2013; Hidalgo 2013). 

TABLA II. 
Necesidades de legalización y regularización en el Ecuador. 
Fuente: Censos Agropecuarios en Brassel et al. (2010).

La figura 6 muestra como en torno al 70 % son propiedades de 
menos de 1 hectárea con título (con o sin necesidad de sanea-
miento jurídico). Se apunta aquí que las parcelaciones y re-
parto de herencias no formalizadas a la fecha podrían revelar 
índices de fragmentación aún mayores a los indicados, siendo 
esta una limitación al desarrollo productivo de las pequeñas 
explotaciones familiares y un reto de las políticas agrarias 
futuras.

Figura 6. Proporción de superficie agraria según tamaño de las parce-
las y situación de tenencia. Fuente: elaboración propia a partir de los 

datos del IIII Censo Nacional Agropecuario

Otro de los aspectos habitualmente recogidos en los estudios 
de tenencia de la tierra, especialmente en las economías de 
transición, es la proporción de tierras en régimen de tenencia 
indirecto y su relación con la inversión y productividad de los 
hogares, ambas vinculadas con el acceso a crédito (Deininger 
y Jin, 2002; Teklu y Lemi, 2004; Zhang et al., 2004; Vranken y 
Swinnen, 2006; Masterson, 2007). El III Censo Agrario y en las 
Encuesta de Superficie y Producción Agropecuaria Continua 
muestran su baja representatividad como forma de tenencia 
(figura 7). En particular, ésta es una forma de tenencia que 
algunos autores definen como impacto positivo de la regula-
rización en las zonas de costa, donde los cultivos de exporta-

ción inducirían un mercado formal de arrendamiento dinámi-
co (Francescutti, 2002) y los datos de Línea base del proyecto 
SIGTierras revelan que el 15 % de las tierras trabajados por los 
hogares son gestionadas en régimen de arrendamiento (SIG-
Tierras, 2016).

Figura 7. Sistemas de tenencia. Fuente: Elaboración propia a partir del 

III Censo Nacional Agropecuario - 2000

Ambas cuestiones, tamaño de parcelas e importancia de los 
regímenes de tenencia indirectos, son relevantes a la hora de 
valorar el impacto de la regularización en el acceso a crédito 
por parte de los hogares pues: 1) la existencia mayoritaria de 
pequeñas parcelas y/o explotaciones pueden resultar poco 
atractivas para ejercer el papel de garantía ante las institucio-
nes financieras con independencia de la situación de tenencia 
y 2) las dificultades de acceso a crédito para mejora técnica 
o ampliación territorial de la explotación debido al pequeño 
tamaño de las parcelas pueden promover los regímenes de te-
nencia indirectos como un mecanismo alternativo de acceso 
a la tierra. Esta última implicación ha sido observada espe-
cialmente en las economías de transición (K. W. Deininger y 
Jin 2002; Zhang, Qingguo, y Xu 2004; Masterson 2007).

IV.III.II. Tipología de instituciones de crédito

Derivado de las características de las propiedades, la segunda 
causa identificada por Lawry et al. (2014) sobre la baja tasa de 
acceso a crédito aún en situaciones de seguridad en la tenen-
cia es la tipología de las instituciones de crédito, pues las ins-
tituciones informales locales de ahorro y préstamo se basan 
en el capital social y no emplean activos fijos como garantía. 
Kerekes y Williamson (2010) indicaron como posible motivo 
para la falta de relación entre la seguridad en la tenencia y 
el acceso a crédito en Perú a que muchos préstamos guber-
namentales y privados aceptaban otras formas de garantía 
además de los títulos de propiedad.

Según los resultados de la Estadística de Condiciones de Vida 
(INEC), en torno a un 10 % de los hogares rurales con activida-
des agropecuarias tienen solicitado un crédito, fundamental-
mente para la compra de animales y materias primas, aunque 
en la amazonía es habitual que se destine a la compra de ve-
hículos o maquinaria (Figura 8).

Las instituciones a las que recurrieron son instituciones pri-
vadas y, en el caso de la costa, predominantemente a fami-
liares o amigos (figura 9). El respaldo mediante terrenos, en 
montos promedio, sólo es mayoritario en la sierra. En la costa 
y la amazonía es más frecuente el respaldo mediante maqui-
naria o vehículos.
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Figura 8. Hogares con actividades agropecuarias que obtuvieron 
crédito por región.

Figura 9. Composición de los organismos o personas que otorgan cré-
dito. Fuente: Encuesta Condiciones de Vida (INEC-ECV, 2006)

Los reportes disponibles en los boletines de la Superintenden-
cia de Economía Popular y Solidaria - SEPS (SEPS, 2016), se 
puede observar (figura10), que la mayor parte de las organi-
zaciones (cooperativas) registradas en las SEPS, pertenece al 
grupo de producción y proceden del sector rural. 

Figura 10. Tipo de organizaciones del sector de la economía popular y 

solidaria. Fuente: Boletín # 3 SEPS, 12 de septiembre de 2016.

Durante 2013, 2014 y 2015, el sector no financiero de la eco-
nomía popular y solidaria registró ingresos por USD 2.357 mi-
llones, por venta de bienes y/o servicios de las organizaciones 
(SEPS, 2016), con una tendencia de crecimiento que se puede 
observar en la tabla III.
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TABLA III. 
Ingresos reportados del sector no financiero de la economía popu-
lar y solidaria. Fuente: Boletín # 3 SEPS, 12 de septiembre de 2016

AÑO FISCAL
NÚMERO DE ORGANIZA-
CIONES QUE REPORTAN

INGRESOS

2013 4.786 $675.112.278,46

2014 4.857 $788.942.528,54

2015 5.089 $893.675.947,79

Fuente: Formulario 101 - SRI

El acceso a crédito a través de están cooperativas se respalda 
por otras posesiones, no necesariamente la tierra, y ésta tam-
poco es necesaria para el acceso a programas de fomento de 
la mejora y/o aumento de la productividad agraria de peque-
ños campesinos.

A la vista de estos datos se constata que en la economía de 
las pequeñas explotaciones ecuatorianas se confirma lo que 
en otras economías de América Latina: los títulos son inne-
cesarios pues los medios de acceso a crédito de los pequeños 
productores permiten avalar el préstamo con otros bienes y 
el acceso a programas de productividad agraria tampoco los 
exigen como requisito (Larson et al., 1999). 

De esta forma, el acceso a crédito a través de canales forma-
les, no se ve afectado por cambios en la situación de tenencia.

IV.III.III. Rentas de las explotaciones y costos de regularización

Finalmente, el hecho de que los costos de transacción deriva-
dos del acceso a crédito por canales formales a través de la 
titulación de predios adopten cuantías muy altas en relación 
a la rentabilidad de los hacendados o al valor de la tierra es la 
tercera de las argumentaciones por las cuáles la seguridad en 
la tenencia puede no ir pareja de mayores nivel de acceso a 
crédito (Lawry et al. 2014).

Es necesario introducir en este apartado el nivel de registro de 
las parcelas de rústica en los registros de propiedad (figura 11) y 
las razones que los propietarios y posesionarios alegan para no 
emprender o completar la regularización a niveles que permitan 
emplear los títulos de propiedad como aval crediticio (figura 12).

Figura 11. Porcentaje de parcelas con documentos de tenencia según 
el mecanismo de acceso a la propiedad. Fuente: Estudio de Línea Base 

del Proyecto SIGTierras (2016)

Figura 12. Razones para no legalizar alegadas por los propietarios y 
posesionarios de la tierra. Fuente: Estudio de Línea Base del Proyecto 

SIGTierras (2016)

Las fuentes bibliográficas consultadas revelan que los niveles 
más bajos de inscripción se dan en las tierras adjudicadas por el 
estado y no tanto en las transferencias y transmisiones de de-
rechos de propiedad futuros. Asimismo, se constata que la falta 
de recursos y desconocimiento de los trámites son las causas 
mayoritarias para la obtención de un título como aval crediticio. 

La eficiencia de los protocolos institucionales de regulari-
zación, se cuantifican en términos de costos monetarios y 
tiempo y complejidad de los procesos de actualización de los 
registros de propiedad.

Francescutti (2002) expone que el análisis del tiempo que 
toma llevar a cabo un trámite de titulación de tierras bajo los 
protocolos del antiguo INDA es de: 404 días para adjudicación 
de entrega individual, 463 para adjudicación de entrega co-
lectiva, 181 días para un convenio colectivo de entrega indi-
vidual y 151 para titulación colectiva mediante convenio con 
entrega masiva.

Francescutti (2002) también recoge la complejidad del Proce-
dimiento de Titulación de Tierras del INDA (actual STRA) en 
el que se identifican 15-20 pasos con, al menos, cinco institu-
ciones diferentes implicadas:

•	 Presentación del cliente o interesado de la documentación re-
querida por el INDA en la Delegación o Distrito de la institución; 

•	 Ingreso de la carpeta con documentación y asignación de 
responsable en la Delegación o Distrito; 

•	 Inspección de campo por parte del técnico responsable de la 
Delegación o Distrito, con gastos cubiertos por el interesado; 

•	 Revisión del expediente y oficio del técnico responsable en 
el Departamento de Legalización de la Delegación o Distrito; 

•	 Envío al INDA Matriz, ingreso en el Archivo Central y dis-
tribución para su procesamiento;

•	 Revisión, validación y aprobación de requisitos en la Direc-
ción de Trámite de Legalización de Tierras; 

•	 Envío de documentación (con firma del Director Ejecutivo) 
a la Dirección Nacional de Avalúos y Catastro (DINAC); 

•	 Avalúo del predio por la DINAC y comunicación oficial al 
INDA Matriz 

•	 Ingreso del oficio sobre avalúo al Archivo Central del INDA 
•	 Cálculo de cobro y expedición de oficio o memorando de 

cobro por parte de la Dirección de Trámite de Legalización 
de Tierras; 

•	 Recepción de pago y elaboración de providencia de adjudi-
cación por parte de la Dirección de Trámite de Legalización 
de Tierras; 

•	 Revisión de la providencia de adjudicación por parte de la 
Dirección Ejecutiva 

•	 Firma de la providencia de adjudicación y comunicación a 
la DINAC - DINAC procesa información sobre adjudicación; 

•	 Entrega del título al interesado por parte de la Delegación 
o Distrito de la institución; 

•	 Protocolización del título con notario público por el interesado; 
•	 Registro del título por parte del interesado en el Registro 

de la Propiedad del Cantón; 
•	 Envío de copia del título certificado e inscrito al Archivo 

Central de la institución.

En lo referente a los procesos requeridos para el trámite de 
los expedientes civiles a instancia de parte, la propia Guía 
práctica de Orientación Legal: Requisitos y pasos para perfec-
cionar legalmente la tenencia de tierras rurales privadas del 
proyecto SIGTierras (figura 13) es prueba de la complejidad 
(en cuánto a trámites y a instituciones).
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Figura 13: Extractos del proceso de regularización. Fuente: Guía prácti-
ca de Orientación Legal (SIGTierras, 2013)

Otro aspecto a tener en cuenta, además de los costos de tiem-
po que exige la regularización, es el costo monetario que re-
presenta la actualización del título. Por ejemplo, se estima 
que para un predio rural valorado en $5.000,00 los costos de 
regularización asociados a un Juicio de Prescripción adquisi-
tiva de dominio ascienden a $1.215 en Cuenca y $1.000 en Col-
ta o Chunchi. Teniendo en cuenta que uno de los fines de los 
títulos es el de aval crediticio esto implica que es necesaria 
una inversión previa del 20 % del valor del predio para poder 
emplearlo con dicho propósito.

Una forma de constatar que esta problemática es habitual en 
muchas regiones, no sólo propia de Ecuador, es el número de 
iniciativas incluidas en los proyectos de regularización para 
reducir la complejidad de los trámites, documentación e insti-
tuciones implicados en la regularización de la propiedad son:

•	 El Programa TITULAR de Colombia pretendía desarrollar 
una nueva metodología que fuera más eficiente, simplifi-
cara trámites y redujera los tiempos y costos de los proce-
dimientos (Conroy et al., 2014).

•	 El Registro Predial de Pueblos Jóvenes y Urbanizaciones 
Populares estaba dirigido a servir a las personas de bajos 
ingresos de la zona urbana de Lima y eliminaba el requi-
sito de contar con escrituras notariales y lo substituía con 
formularios registrales sencillos que podían ser firmados 
por un notario o abogado certificado (Conroy et al., 2014).

•	 El Decreto Legislativo Nº 667 - Ley del registro de predios 
rurales – de Perú simplificaba los trámites de registro de 
la propiedad.

•	 La Ley 24 de 2006 en Panamá establece la regularización 
de la tenencia como de interés de orden público, permite al 
Estado titular de oficio en las áreas declaradas “zonas de 
regularización” y además simplifica notoriamente los trá-
mites requeridos para la titulación y el registro.

V. CONCLUSIONES

Es constatable, en el caso ecuatoriano, que la regularización 
de tierras rurales aún sigue siendo una tarea pendiente. La 
información catastral y la ficha de tenencia de proyectos de 
administración de tierras recientes como el PRAT o SIGTie-
rras presentan un alto potencial como diagnóstico de las ne-
cesidades de regularización a nivel cantonal. Esta informa-
ción, así como las referencias censales previas, indican que 
el volumen de adjudicaciones y titulación a instancias guber-
namentales es similar al volumen de tierras con necesidad de 
saneamiento jurídico a instancia de parte de los títulos madre 
otorgados con anterioridad. Esta situación es consecuencia 
de convulsos marcos normativos desde los años 60 y un com-
plejo marco institucional para la administración y gestión de 
la rica y singular diversidad de formas de tenencia pertinen-
temente identificadas y protegidas por el marco normativo 
actual (Ley Orgánica de Tierras y Territorios Ancestrales).

Al margen de la propia generación y dotación a los propie-
tarios y posesionarios de títulos de propiedad como aval 
crediticio existen en Ecuador otras limitaciones sistémicas 
identificadas por la bibliografía internacional que constriñen 
el potencial de la seguridad de la tenencia como motor de ac-
ceso a crédito (articulación del mercado de tierras y aumento 
de la productividad):

•	 En torno a un 70 % de las parcelas tienen menos de 1 ha. 
Esta existencia mayoritaria de pequeñas parcelas y/o ex-
plotaciones puede resultar poco atractiva para ejercer el 
papel de garantía ante las instituciones financieras con 
independencia de la situación de tenencia.

•	 Las instituciones de crédito a las que mayoritariamente 
recurren los hogares rurales son instituciones privadas y, 
en el caso de la costa, predominantemente a familiares o 
amigos. Asimismo, el respaldo mediante terrenos, en mon-
tos promedio, sólo es mayoritario en la sierra. En la costa 
y la amazonía es más frecuente el respaldo mediante ma-
quinaria o vehículos.

•	 Bajo el complejo esquema actual de protocolos e institu-
ciones implicadas en la actualización de los títulos, los 
costos de regularización suponen un 20 % del valor de la 
finca (estimaciones previas). Por ello, la adquisición de los 
mismos supone una notable inversión previa para el cual 
sería preciso, incluso, acceder al propio crédito.

En este contexto, convendría, en el diseño de futuros pro-
yectos de regularización de tierras en el Ecuador, proponer 
actividades que tengan en cuenta la complejidad y costo del 
proceso de regularización y actualización de los títulos pues, 
aunque el proyecto dote de títulos de forma mediante finan-
ciación específica la sostenibilidad futura del sistema de titu-
lación seguirá comprometida. 

Finalmente, resaltar el hecho de que la seguridad en la tenen-
cia es uno de los elementos que genera productividad y com-
petitividad agropecuaria, no obstante, habría que apoyarla 
con algunas políticas y reformas que incluyen los sistemas de 
acceso a crédito adaptados a las necesidades de los producto-
res, procesos de regularización simples y eficientes y políticas 
de transferencia tecnológica no paternalistas.
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